
VOTO CONCURRENTE RAZONADO DEL JUEZ SERGIO GARCÍA RAMÍREZ A LA 

SENTENCIA DEL CASO MARITZA URRUTIA, 

DEL 27 DE NOVIEMBRE DE 2003 

 

 

1.  En la Sentencia de fondo y reparaciones del presente caso, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos ha examinado algunas cuestiones relevantes 

que igualmente consideró en la Sentencia del Caso Mack Chang, emitida el 26 de 

noviembre de 2003. Esto sucede, particularmente, en el reconocimiento de la 

responsabilidad internacional o institucional del Estado con respecto a ciertos hechos 

o a determinadas pretensiones planteados en la demanda de la Comisión 

Interamericana. En la especie, el Estado reconoció su responsabilidad institucional 

por lo que toca a la violación del artículo 1.1 de la Convención Americana, sin 

formular al mismo tiempo reconocimiento expreso alguno con respecto a los hechos 

cuyo “acaecimiento” estaba aceptando.  

 

2.  No considero necesario examinar detalladamente en este Voto concurrente 

razonado los argumentos y el alcance del acto admisorio de responsabilidad que 

formuló el Estado. Difícilmente se podría aceptar responsabilidad por la violación del 

artículo 1.1, referente a la obligación general de respetar y garantizar el ejercicio de 

los derechos y obligaciones recogidos en la Convención Americana, admitiendo al 

mismo tiempo “el acaecimiento de los hechos”, sin extender esa admisión a la 

naturaleza y las características de tales hechos, de los que surge la llamada 

responsabilidad institucional. Parecería que solamente se aludiera a la función 

general de custodia que incumbe al Estado con respecto a las personas sujetas a su 

jurisdicción, sin tomar en cuenta los otros elementos concurrentes en el caso 

concreto. De ser así, la consecuencia última sería la admisión de una responsabilidad 

institucional por cualesquiera hechos, sin distinguir su fuente, que afecten bienes 

sujetos a la tutela del Estado en los términos de la Convención Americana.  

 

3.  En todo caso, nos hallamos de nueva cuenta ante el problema que entraña la 

admisión de hechos, pretensiones y/o responsabilidades por parte del Estado 

demandado, cuando aquélla no se identifica plenamente con una aceptación lisa y 

llana de los hechos y un allanamiento a las pretensiones, que pudieran traer consigo, 

si así lo creyera pertinente el tribunal internacional, la conclusión del litigio en cuanto 

al fondo y el tránsito a la etapa de reparaciones. En este caso, la Corte debió 

ponderar el alcance del acto admisorio del Estado, como lo hizo, más ampliamente, 

en la Sentencia del Caso Mack Chang. Me remito, pues, a lo que manifesté en mi 

Voto concurrente razonado a la Sentencia dictada en este caso. 

 

4.  Estimo importante destacar el análisis que ha hecho la Corte a propósito del 

trato infligido a Maritza Urrutia por agentes del Estado, que quebrantaron su derecho 

a la integridad psíquica y moral, tutelada por el artículo 5 de la Convención. Ese trato 

significó tortura, en los términos del mismo precepto. En tal virtud, existió violación 

tanto del Pacto de San José como de los artículos 1 y 6 de la Convención 

Interamericana contra la Tortura. En sus consideraciones a este respecto, que  

suscribo plenamente, la Corte destaca que la proscripción de la tortura abarca todas 

las formas que ésta pudiera revestir, y que dicha proscripción absoluta forma parte 

del jus cogens internacional. 
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5.  Es importante, a mi modo de ver, que la Corte haya rechazado enfáticamente 

cualquier forma de tortura, así como la pretendida explicación de ésta  --no se diga 

justificación--  proveniente de la necesidad de combatir ciertas formas de 

criminalidad que revisten la mayor gravedad. Estos argumentos inadmisibles ponen 

de nuevo sobre la mesa el falso dilema entre el respeto a los derechos humanos, por 

una parte, y la seguridad pública o la seguridad nacional, por la otra. Este dilema 

inadmisible y peligroso constituye, hoy día, un punto de referencia para el más 

relevante debate político, ético y jurídico, de cuyos resultados depende, en buena 

medida, la preservación efectiva del sistema democrático. 

 

6.  Obviamente, el Estado debe proveer a la seguridad pública y a la seguridad 

nacional, cuya protección constituye un deber fundamental del Estado. Sin embargo, 

no es menos obvio que se debe cumplir esa obligación sin menoscabo del Estado de 

Derecho y del respeto escrupuloso de los derechos humanos, que también constituye 

un deber fundamental del poder público en la medida en que, como se ha afirmado a 

partir de las grandes declaraciones de derechos del siglo XVIII  --de las que proviene 

el concepto contemporáneo de los derechos humanos y que se hallan en el origen y 

el fundamento del Estado moderno--  la protección de los derechos humanos es la 

finalidad de la asociación política. El combate enérgico contra los delitos que 

agravian a la sociedad y ponen en peligro su propia subsistencia y sus valores más 

elevados, no debe hacerse con menoscabo del propio Estado de Derecho, el sistema 

democrático y los derechos esenciales de los ciudadanos. 

 

7.  Algunos hechos planteados en el presente caso y los conceptos de violación 

manejados a este respecto, han sido reexaminados por la Corte en el marco de otras 

violaciones declaradas en la Sentencia. No se niega la existencia de los hechos, pero 

se considera adecuado analizarlos como violaciones a preceptos diferentes de los 

invocados en la demanda. Esto es aplicable, particularmente, a la presentación de la 

víctima ante el público, a través de registros de imagen y voz que fueron 

ampliamente proyectados en medios de comunicación social, y a la injerencia en 

determinados aspectos de su vida privada. Uno y otro hechos han sido reconocidos 

en la Sentencia como violatorios de derechos humanos, aunque su clasificación no 

corresponde a la planteada en la demanda. 

 

8.  Es particularmente relevante, en mi opinión, el tratamiento de las 

mencionadas declaraciones de la víctima, obtenidas bajo intensa presión y 

transmitidas al público a través de la televisión. En esas declaraciones, Maritza 

Urrutia aceptaba hechos que le causaban perjuicio y manifestaba puntos de vista que 

no correspondían a los que efectivamente sustentaba, entre otras cosas. La Corte 

Interamericana entiende que esto entraña una violación a diversos párrafos o incisos 

del artículo 8 de la Convención Americana, en la medida en que el inculpado tiene 

derecho “a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable” 

(artículo 8.2.g) y “la confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin 

coacción de ninguna naturaleza” (artículo 8.3).  

 

9.  El artículo 8, con el epígrafe “Garantías judiciales”, contempla una serie de 

derechos  que corresponden, sustancialmente, al “debido proceso legal”. Ahí, al igual 

que en el artículo 25, sobre “Protección judicial”, se asegura el acceso a la justicia y 

se establecen las condiciones para que ese acceso no se reduzca a su dimensión 

formal (posibilidad de petición, prueba y alegato ante tribunal competente, 



 

 

3  

independiente e imparcial), sino se extienda igualmente a su dimensión material 

(posibilidad de obtener una sentencia justa). En este sentido, las disposiciones de 

ambos preceptos constituyen un precioso instrumento para la protección del ser 

humano y la defensa ante la acción o la omisión del Estado que vulneren o 

pretendan vulnerar cualquiera de los derechos consagrados en la Convención 

Americana. 

 

10.  En otros casos, la Corte avanzó considerablemente en la comprensión de las 

garantías judiciales consideradas en el artículo 8, entendiendo que las reglas del 

debido proceso son aplicables asimismo a los procedimientos que se desarrollan ante 

autoridades formalmente administrativas. Todas las garantías del artículo 8 vienen a 

cuentas en cualesquiera procedimientos conducentes a la determinación de los 

derechos y obligaciones de una persona, no sólo en los procedimientos penales. De 

esta suerte, la fórmula mayor acogida en el párrafo 1, una fórmula que enuncia 

principios y objetivos de alcance general, vincula la aplicación de los medios 

establecidos en los restantes párrafos, en cuanto resulten pertinentes para el caso 

del que se trata. Esto es así, porque los instrumentos, derechos o garantías que se 

hallan en el artículo 8, después del párrafo 1, corresponden al aparato de defensa 

procesal que concurre a la justa determinación de esos derechos y obligaciones, que 

obviamente no se contraen a los asuntos penales, sino interesan a todos los ámbitos 

en los que se desenvuelve la vida social del sujeto y en los que, por lo tanto, pueden 

plantearse peticiones y controversias que deban ser resueltas por diversos órganos 

del Estado con atribuciones jurisdiccionales, parajurisdiccionales o auxiliares de 

éstos. 

 

11.  Es relevante que la Sentencia del Caso Maritza Urrutia haga una importante 

aportación al buen entendimiento del artículo 8, cuando considera que las garantías 

contenidas en los párrafos 2 y 3, que son las directamente relacionadas con los 

hechos de este caso, deben observarse tanto en procesos judiciales, en sentido 

estricto, como en procedimientos o actuaciones que no revisten aquel carácter ni se 

hallan inmersos en un proceso, pero son previos o concomitantes a éste y pueden 

tener un impacto desfavorable, no justificado, sobre la situación jurídica de la 

persona que participa en ellos. Esto se aplica, por supuesto, a las investigaciones 

previas al enjuiciamiento de un inculpado y a otros actos que se proyectan sobre el 

enjuiciamiento o pueden traer consigo efectos relevantes para la determinación, 

judicial o extrajudicial, de los derechos y las obligaciones de una persona, como se 

vio en el caso que nos ocupa. 

 

 

 

 

       Sergio García Ramírez 

           Juez 

 

 

 

 

 

Manuel E. Ventura Robles 

              Secretario 


